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Resumen
El presente artículo expone un panorama general en materia electoral de 
las personas con discapacidad en México y las determinaciones judiciales 
que ha tomado la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación, en las cuales se ha advertido la necesidad de implementar 
acciones afirmativas en la norma electoral para la inclusión de dichas per-
sonas en cargos de elección popular, con el propósito de tener una mejor 
y más completa representación social en la democracia mexicana.
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AbstRAct
This article presents an overview on electoral matters of persons with disa-
bilities in Mexico, and the judicial determinations that the Superior Chamber 
of the Mexican Electoral Court of the Federal Judiciary has taken, where the 
need to implement affirmative actions in the electoral norm for the inclusion 
of these people in positions of popular election, with the purpose of having 
a better and more complete social representation in Mexican democracy.

Keywords: affirmative actions, disability, candidacies, representative 
democracy.
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Introducción
n el presente trabajo se expone la necesidad de implementar en el 
marco electoral mexicano acciones afirmativas para personas con 
discapacidad. 

En atención a los fundamentos legales internacionales y algunas legis-
laciones nacionales, se observa un imperativo para la protección de los de-
rechos político-electorales de las personas con discapacidad, entre los 
cuales está favorecer su acceso a cargos de representación proporcional, 
que no se prevé en las leyes electorales, ya sea por omisión legislativa o por 
no dar cumplimiento o aplicación adecuada a las normas que sí lo prevén.

Por ello, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (tepjf) ha emitido resoluciones con el objeto de favorecer el 
pleno ejercicio de los derechos políticos de las personas con discapaci-
dad, de las cuales destacan, en particular, dos sentencias en las que se 
analizaron casos relacionados con la postulación de candidatos a cargos 
de elección popular.

En la primera de las sentencias ─SUP-REC-1150/2018─, se analizó 
la designación de diputaciones correspondientes al principio de represen-
tación proporcional en Zacatecas, donde un candidato con discapacidad 
motriz fue desplazado de la lista por ajustes de paridad de género. La Sala 
Superior consideró que debía atenderse la condición de persona con dis-
capacidad del promovente y potenciar su acceso a un cargo de elección 
popular, por lo cual, en plenitud de jurisdicción, ordenó al Consejo Gene-
ral del Instituto Electoral del Estado de Zacatecas que le expidiera y entre-
gara la constancia de asignación correspondiente.

En la segunda resolución ─SUP-JDC-1282/2019─, se estudió la pre-
sunta omisión en materia legislativa del Congreso del Estado de Hidalgo, 
relativa a no establecer acciones afirmativas para garantizar a las perso-
nas con discapacidad el ejercicio pleno y en condiciones de igualdad de 
sus derechos político-electorales, particularmente en materia de acciones 
afirmativas o medidas compensatorias. La Sala Superior ordenó, en este 
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caso, vincular al Congreso local a fin de diseñar y emitir las acciones afir-
mativas necesarias que garanticen la participación de personas con dis-
capacidad en cargos de elección popular y cargos públicos, aplicables a 
partir del proceso electoral ordinario posterior al de 2019, y, en caso de in-
cumplimiento, el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo 
quedaría obligado a diseñar los lineamientos respectivos.

El presente artículo pretende analizar de forma breve el contexto so-
cial de las personas con discapacidad en México, a partir de los da-
tos poblacionales y electorales de las autoridades correspondientes, y 
destacar la necesidad de implementar acciones afirmativas, como lo ha 
hecho la Sala Superior, para favorecer su acceso a cargos de represen-
tación popular.

Antes del estudio de los casos, se abordan las nociones esenciales 
que fueron punto de partida para el análisis de cada asunto, con el fin 
de explicar a continuación las razones torales que dieron soporte a cada 
fallo, y la relevancia de tales sentencias para el diseño de acciones que 
fortalezcan el acceso a cargos de elección popular de las personas con 
discapacidad.

Como límites de estudio, se analizan criterios jurisprudenciales de la ac-
tual integración de la Sala Superior y de la Décima Época de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (scjn), y, en el orden interno en la materia, 
se examina legislación general y federal vigente, así como, en el orden in-
ternacional, instrumentos globales e interamericanos y criterios relevantes 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh).

Además, se elabora un breve marco conceptual acerca de las nocio-
nes jurídicas de las personas con discapacidad, su situación de vulnera-
bilidad y titularidad de una protección especial y el marco aplicable de las 
acciones afirmativas, para posteriormente analizar las sentencias de los ex-
pedientes SUP-REC-1150/2018 y SUP-JDC-1282/2019, precedentes re-
levantes para la necesaria generalización de las acciones afirmativas para 
las personas con discapacidad.
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El presente artículo pretende mostrar la necesidad de que las ac-
ciones afirmativas sean implementadas no solo en el ámbito local, sino 
también en el nacional, de acuerdo con una interpretación amplia y pro-
gresista de la protección de los derechos fundamentales de participa-
ción política, particularmente de acceso a la representación popular, así 
como destacar la importancia de las autoridades electorales para imple-
mentar las acciones conducentes incluso ante la ausencia formal de le-
yes electorales aplicables.

Contexto de las personas  
con discapacidad en México

Conforme a los datos recientes presentados en las “Estadísticas a propó-
sito del día internacional de las personas con discapacidad (3 de diciem-
bre)”, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), en México 
se observa una gran población con discapacidad (Inegi 2019).

Antes de presentar las cifras poblacionales, es necesario destacar algu-
nos aspectos contemplados para la obtención de los resultados que expo-
ne el Inegi: estos datos fueron obtenidos mediante la Encuesta Nacional de 
la Dinámica Demográfica (Enadid) realizada en 2018, siguiendo la propues-
ta del Grupo de Washington respecto a las estadísticas de discapacidad.1

Según los datos de la Enadid 2018, de los 115,700,000 personas de 5 
años y más que habitan en México, 7,700,000 (6.7 %) son consideradas 
como población con discapacidad; las mujeres representan 54.2 %, y la 
mitad (49.9 %) son adultos mayores (60 años o más). La enfermedad (44.4 %) 
y los problemas originados antes o durante el nacimiento (27.2 %) son las 
causas de discapacidad más declaradas.

1 Conforme al documento del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, se señala que el Gru-
po de Washington (Washington Group on Disability Statistics) diseñó un conjunto de preguntas 
a fin de captar el grado de dificultad que tienen las personas para realizar seis actividades consi-
deradas básicas, y a partir de dicha metodología se valora que una persona tiene discapacidad 
cuando declara tener mucha dificultad o no poder realizar al menos una actividad de las que se 
indaga.
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Por entidad federativa, los estados con mayor población con discapa-
cidad son Zacatecas (10.4 %), Tabasco (9.8 %) y Guerrero (9.4 %), y con 
menor, Chiapas (4.7 %), Nuevo León y Quintana Roo, cada uno con 4.6 
por ciento.

En cuanto a los datos socioeconómicos, destacan los siguientes hechos. 
1. Respecto a la salud, del total de personas de 5 años o más con dis-

capacidad, 86.7 % está afiliada al menos a una de las instituciones de 
atención de salud; de ellas, 53.3 % está inscrita en algún organismo de se-
guridad social, mientras que 48.7 %, en un programa social. Del total de 
personas de 5 años o más que tiene discapacidad, 64.2 % acude al Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social o algún centro de salud u hospital de la 
Secretaría de Salud; 25.6 % paga para recibir atención médica de un con-
sultorio de farmacia, consultorio, clínica u hospital privado, y 1.7 % no se 
atiende o se automedica.

2. En cuanto a la educación, la proporción de población con disca-
pacidad de entre 5 y 29 años que asiste a la escuela es de 12 % menos 
(46.8 %) en comparación con quienes no tienen discapacidad (59.1 %). 
Además, 20.4 % de la población con 25 años o más que tiene discapaci-
dad no cuenta con instrucción académica, mientras que la mitad de ese 
grupo poblacional (49.1 %) apenas alcanza los grados de educación pre-
escolar, primaria y secundaria incompleta.

3. Acerca de la actividad económica, hay una amplia diferencia en la 
tasa de participación de esta índole: entre quienes no tienen discapacidad, 
alcanza 65.4 %, mientras que en la población con discapacidad este indi-
cador llega a 38.5 por ciento.

Los datos anteriores ejemplifican las condiciones desfavorables que 
tiene este sector de la sociedad, con porcentajes bajos en atención de sa-
lud, educación y actividad económica.

Respecto a la participación político-electoral, de conformidad con los 
resultados contenidos en el Informe de implementación de medidas inclu-
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yentes para personas con discapacidad en el proceso electoral federal 
2017-2018, del Instituto Nacional Electoral (ine), se destacan las siguien-
tes cifras en cuanto al derecho a ser votado de este sector de la pobla-
ción (ine 2019).

1. Se contendió en dicho proceso por 18,299 cargos, de los cuales 629 
(3.44 %) fueron federales y 17,670 (96.56 %), locales. Para esas posiciones, 
según la información entregada por parte de los partidos, se registraron 
61 candidatas y candidatos con discapacidad, es decir, estas candidatu-
ras representan tan solo 0.33 % del total de cargos que se eligieron en ese 
proceso electoral.

2. De las candidaturas, 21 (34.43 %) fueron mujeres y 40 (65.57 %), 
hombres. De los 9 partidos políticos nacionales, 3 (Partido Acción Na-
cional [pan], Partido del Trabajo y Morena) solo postularon hombres con 
discapacidad.

3. De las candidaturas federales, 19 (31.15 %) contendieron por cargos 
federales y 42 (68.85 %) por locales. Así, respecto de las 6,864 candidatu-
ras federales vigentes el día de la jornada electoral, las 19 candidaturas de 
personas con discapacidad representan tan solo 0.28 por ciento.

4. De las 61 candidaturas, 57.38 % (35 casos) tiene una discapacidad 
motriz, seguido de quienes poseen una discapacidad visual, con 18.03 % 
(11 casos), talla baja 6.65 % (4 casos), parálisis cerebral 4.92 % (3 casos), así 
como discapacidad para hablar y auditiva, cada una con 1.64 % (1 caso 
de cada una). De 6 candidaturas (9.84 %) no se obtuvo información.

De lo anterior se desprende que, de las 115,700,000 personas de 5 
años y más que habitan en el país, 7,700,000 (6.7 %) tienen discapacidad, 
y las 19 candidaturas federales de personas en esa condición representan 
únicamente 0.28 %, lo cual no constituye siquiera una aproximación real 
al porcentaje de la población mexicana con discapacidad.
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Noción jurídica  
de las personas con discapacidad

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(cdpd), en su artículo 1, segundo párrafo, señala que el concepto de per-
sonas con discapacidad incluye a aquellas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con 
diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.

Al reconocer que discapacidad es un concepto en evolución se acepta 
el hecho de que la sociedad y las opiniones que sus miembros susten-
tan no son estáticas. En consecuencia, la cdpd no impone una definición 
rígida de discapacidad, sino que adopta un enfoque dinámico que permi-
te adaptaciones a lo largo del tiempo y en diversos entornos socioeconó-
micos (Zukang, Arbour y Johnsson 2007, 13).

Por su parte, la Convención Interamericana para la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad 
(cietfdpd), en su artículo I, numeral 1, dispone que el término discapaci-
dad significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturale-
za permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más 
actividades esenciales de la vida diaria, y que puede ser causada o agra-
vada por el entorno económico y social. 

En el orden nacional, la Ley General para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad (lgipd), en su artículo 2, fracción IX, señala que la dis-
capacidad es el resultado de la presencia de una deficiencia o limitación 
en una persona, la cual, al interactuar con las barreras que le impone el en-
torno social, puede impedir su inclusión plena y efectiva en la sociedad, 
en igualdad de condiciones con los demás.

En la fracción XXVII de la lgipd se señala que una persona con discapa-
cidad es aquella que por razón congénita o adquirida presenta una o más 
deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o sensorial, ya sea per-
manente o temporal, y que, al interactuar con las barreras que le impone 
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el entorno social, puede impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad 
de condiciones con los demás.

En cuanto a su condición como grupo vulnerable, se ha señalado que, 
a diferencia de otros grupos, como infantes, adolescentes, mujeres o per-
sonas indígenas, que, con el conocimiento, reconocimiento y ejercicio de 
sus derechos, entre otras cuestiones, pueden llegar a salir de la situación 
de vulnerabilidad en la que se encuentran, las personas con discapacidad 
y los adultos mayores, por lo general, no pueden hacerlo, y si llegan a sa-
lir de esa situación, es parcialmente. 

Las personas con dicha condición están permanentemente en un es-
cenario de riesgo, que normalmente no lo pueden abandonar y, por el 
contrario, cada vez se ahonda más, lo que hace que sean sujetos de 
abuso, desprecio, incomprensión, indiferencia, abandono, aislamiento y 
marginación familiar y social (García 2016, 153). 

Respecto a los derechos político-electorales, hay opiniones en el sen-
tido de que existe una invisibilidad de estos:

Es frecuente que las personas con discapacidad apenas tengan voz en el 

proceso democrático. Incluso cuando se hacen oír, no necesariamente se 

las escucha. La falta de participación en el debate político puede dar lugar 

a que se formulen políticas sin la intervención activa de los grupos que con 

más probabilidad se verán afectados por su resultado. Puede llevar a su 

aislamiento respecto de los procesos democráticos y al escepticismo acer-

ca de la posibilidad de que se les haga justicia en aplicación de la ley. Tam-

bién puede llevar a la pasividad y la dependencia, factores que sirven para 

reforzar estereotipos, lo que complica y perpetúa la invisibilidad de las per-

sonas discapacitadas.

El derecho a presentarse a las elecciones y a votar a menudo se denie-

gan explícitamente a algunas personas con discapacidades. Incluso cuando 

el derecho al voto está protegido por la ley, en la práctica un sinnúmero de 

factores pueden anularlo. Entre ellos figuran la falta de colegios electorales 
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accesibles, de material (por ejemplo en Braille), de material escrito en rela-

ción con las campañas electorales, de transporte a los colegios electorales 

y de la posibilidad de votar por correo (Quinn y Degener 2002, 19).

Por otra parte, se ha considerado que solo podría restringirse el dere-
cho al sufragio activo o pasivo de una persona con discapacidad cuando 
esta no pueda ejercitar de forma autónoma su competencia jurídica debi-
do a que su capacidad de comprender, decidir o expresar su voluntad es-
té seriamente limitada, hasta el punto de no poder discernir respecto del 
significado y alcance del ejercicio de su derecho al voto; no obstante, co-
mo se trata de la negación de este derecho, y es una grave limitación de 
los derechos de una persona, esta debiera realizarse con las máximas ga-
rantías previstas en la ley, como, por ejemplo, una declaración judicial fun-
dada (Biel 2011, 401).

Protección jurídica a las personas con discapacidad  
en materia electoral

La cdpd, en su artículo 4, numeral 1, señala que los estados parte de di-
cho instrumento normativo se comprometen a asegurar y promover el ple-
no ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de 
esa condición. 

Para tal fin, los estados parte se comprometen, entre otras cuestio-
nes, a adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra 
índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos recono-
cidos en la cdpd; a tomar todas las disposiciones pertinentes, incluidas 
medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, cos-
tumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las 
personas con discapacidad, así como a tener en cuenta, en todas las po-
líticas y programas, la protección y promoción de los derechos humanos 
de esas personas.
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En materia político-electoral, la cdpd dispone en su artículo 29 que se 
garantizarán a las personas con discapacidad los derechos políticos y la 
posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones con las demás, 
y se asegurará que las personas con discapacidad puedan participar ple-
na y efectivamente en la vida política y pública en igualdad de condiciones 
con las demás, de manera directa o mediante representantes libremente 
elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las personas con disca-
pacidad a votar y ser elegidas. 

En este último aspecto, la cdpd destaca el derecho de las personas con 
discapacidad a presentarse efectivamente como candidatas en las elec-
ciones, ejercer cargos y desempeñar cualquier función pública en todos 
los ámbitos del gobierno.

Asimismo, se dispone el promover de manera activa un entorno en el 
que puedan participar plena y efectivamente en la dirección de los asuntos 
públicos, sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás 
personas, y fomentar su participación en los asuntos públicos, particular-
mente, entre otros, en organizaciones y asociaciones no gubernamentales 
relacionadas con la vida pública y política del país, incluidas las activida-
des y la administración de los partidos políticos.

Por su parte, la cietfdpd, en su artículo III, dispone que los estados 
parte se comprometen a adoptar las medidas de carácter legislativo, so-
cial, educativo, laboral o de cualquier otra índole necesarias para eliminar 
la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su ple-
na integración en la sociedad, y, entre ellas, establece las acciones para 
eliminar progresivamente la discriminación y promover la integración por 
parte de las autoridades gubernamentales en las actividades políticas y 
de administración.

De igual forma, la cietfdpd dispone en su artículo I, numeral 2, inciso b, 
que no constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por 
un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo per-
sonal de la población con discapacidad, siempre y cuando la distinción o 
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preferencia no limite en sí misma su derecho a la igualdad y que los indi-
viduos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o 
preferencia.

En cuanto a la legislación nacional, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum) dispone en su artículo 1, párrafo 
quinto, que queda prohibida toda discriminación motivada por diversas 
razones, entre ellas las discapacidades, la cual atente contra la digni-
dad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas.

La lgipd, en su artículo 1, señala que sus disposiciones son de orden 
público, de interés social y de observancia general en los Estados Unidos 
Mexicanos, y que su objeto es reglamentar, en lo conducente, el artículo 
1 de la cpeum, estableciendo las condiciones en las que el Estado deberá 
promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, asegu-
rando su plena inclusión en la sociedad en un marco de respeto, igualdad 
y equiparación de oportunidades.

Por otra parte, en cuanto a los criterios internacionales, la Corte idh, en 
la sentencia Furlan y familiares vs. Argentina, párrafos 134 y 135, dispo-
ne que toda persona que se encuentre en una situación de vulnerabilidad 
es titular de una protección especial, en razón de los deberes especiales, 
cuyo cumplimiento por parte del Estado es necesario para satisfacer las 
obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos humanos. 

En la misma sentencia se indica que no basta con que los estados se 
abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la adopción de 
medidas positivas, determinables en función de las necesidades particula-
res de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal 
o por la situación específica en que se encuentre, como la discapacidad. 
En este sentido, es obligación de los estados propender a la inclusión de 
las personas con discapacidad por medio de la igualdad de condiciones, 
oportunidades y participación en todas las esferas de la sociedad, con el 
fin de garantizar que las limitaciones anteriormente descritas sean des-
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manteladas. Por tanto, es necesario que los estados promuevan prácticas 
de inclusión social y adopten medidas de diferenciación positiva para re-
mover dichas barreras.

La Corte idh señala que las personas con discapacidad a menudo son 
objeto de discriminación a raíz de su condición, por lo que los estados de-
ben adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral 
o de cualquier otra índole necesarias para que toda discriminación aso-
ciada con las discapacidades sea eliminada, y para propiciar la plena in-
tegración de esas personas en la sociedad. El debido acceso a la justicia 
desempeña un rol fundamental para enfrentar dichas formas de discrimi-
nación (Corte idh 2012).

Las anteriores disposiciones normativas establecen en general la pro-
hibición de toda discriminación hacia las personas con discapacidad y el 
deber de las autoridades del Estado para promover, proteger y asegurar 
el pleno ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
entre ellos a votar y ser elegidas, y a participar en la vida pública y política 
del país, incluidas las actividades de los partidos políticos.

En la Observación general núm. 7 (2018) sobre la participación de las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapaci-
dad, a través de las organizaciones que las representan, en la aplicación y 
el seguimiento de la Convención, emitida por el Comité sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad de la Organización de las Naciones Uni-
das (crpd), se señala en su numeral 88 que el derecho de esas personas a 
participar en la vida política y pública reviste capital importancia para ase-
gurar que tengan las mismas posibilidades que las demás de participar y 
ser incluidas de manera plena y efectiva en la sociedad. El derecho a vo-
tar y a ser elegido es un componente esencial del derecho a participar, ya 
que los representantes electos deciden la agenda política y tienen un pa-
pel determinante en la aplicación y el seguimiento de la cdpd, promovien-
do sus derechos y sus intereses (onu 2018).

Sin embargo, en cuanto a la legislación mexicana en materia elec-
toral, se advierte que la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
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Electorales no prevé disposición expresa alguna respecto a la disca-
pacidad.

En las Observaciones finales sobre el informe inicial de México, del 27 
de octubre de 2014, destaca, en los numerales 55 y 56, que el crpd se en-
cuentra preocupado por la denegación del derecho al voto de las perso-
nas con discapacidad intelectual y psicosocial, y por el hecho de que los 
procedimientos, instalaciones y materiales electorales no sean accesi-
bles. Así, el Comité urge al Estado parte a modificar la disposición del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales para garantizar 
el derecho al voto de todas las personas con discapacidad (onu 2014). 

Como se observa, todavía hay vacíos legales en el orden nacional en 
cuanto al derecho al voto de las personas con discapacidad.

La escasa regulación en materia electoral para un mejor ejercicio de los 
derechos humanos de participación política y de los votos activo y pasivo 
es una situación que debe corregirse. 

Acciones afirmativas
Al respecto, la Sala Superior del tepjf ha determinado que el principio de 
igualdad en su dimensión material como un elemento fundamental de todo 
Estado democrático de derecho toma en cuenta las condiciones sociales 
que resulten discriminatorias en perjuicio de ciertos grupos y sus integran-
tes, como mujeres, indígenas, personas con discapacidad, entre otros, y 
justifica el establecimiento de medidas para revertir esa situación de desi-
gualdad, conocidas como acciones afirmativas, siempre y cuando se trate 
de disposiciones objetivas y razonables. Por tanto, las acciones afirmativas 
establecidas en favor de tales grupos sociales tienen sustento constitucional 
y convencional en el principio de igualdad material (jurisprudencia 43/2014).

Los elementos que componen las acciones afirmativas son los si-
guientes:

1)  Objeto y fin. Hacer realidad la igualdad material y, por tanto, compen-
sar o remediar una situación de injusticia, desventaja o discriminación; 
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alcanzar una representación o un nivel de participación equilibrada, así 
como establecer las condiciones mínimas para que las personas pue-
dan partir de un mismo punto de arranque y desplegar sus atributos y 
capacidades. 

2)  Destinatarias. Personas y grupos en situación de vulnerabilidad, desven-
taja o discriminación para gozar y ejercer efectivamente sus derechos.

3)  Conducta exigible. Abarca una amplia gama de instrumentos, políticas 
y prácticas de índole legislativa, ejecutiva, administrativa y reglamenta-
ria. La elección de un acto dependerá del contexto en que se aplique y 
del objetivo por lograr. La figura más conocida de las acciones afirma-
tivas son las políticas de cuotas o cupos (jurisprudencia 11/2015).

Asimismo, la Sala Superior ha dispuesto que las acciones afirmativas 
constituyen una medida compensatoria para situaciones de desventaja, 
las cuales tienen como propósito revertir escenarios de desigualdad his-
tórica y de facto que enfrentan ciertos grupos humanos en el ejercicio de 
sus derechos, y con ello garantizarles un plano de igualdad sustancial en 
el acceso a los bienes, servicios y oportunidades de que dispone la mayo-
ría de los sectores sociales. Este tipo de acciones se caracterizan por ser: 

1)  Temporales, porque constituyen un medio cuya duración se encuentra 
condicionada al fin que se proponen. 

2)  Proporcionales, al exigírseles un equilibrio entre las medidas que se im-
plementan con la acción y los resultados por conseguir, y sin que se 
produzca una mayor desigualdad de la que pretenden eliminar. 

3)  Razonables y objetivas, ya que deben responder al interés de la colec-
tividad a partir de una situación de injusticia para un sector determina-
do (jurisprudencia 30/2014).

Además, la scjn ha señalado que las discusiones en torno a los dere-
chos fundamentales a la igualdad y a la no discriminación suelen transi-
tar por tres ejes:
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1)  La necesidad de adoptar ajustes razonables para lograr una igualdad 
sustantiva y no meramente formal entre las personas.

2)  La adopción de medidas especiales o afirmativas, normalmente llama-
das acciones afirmativas. 

3)  El análisis de actos y preceptos normativos que directa o indirectamen-
te (por resultado), o de forma tácita, sean discriminatorios (tesis 1a. 
VII/2017 [10a.]).

Asimismo, ha indicado que los valores instrumentales en materia de 
discapacidad consisten en las medidas que en tal ámbito deben ser im-
plementadas; son el nexo entre los presupuestos de la materia y los va-
lores finales que se pretenden alcanzar, y pueden ser clasificados de la 
siguiente manera: 

1)  Medidas de naturaleza negativa. Relativas a disposiciones que vedan 
la posibilidad de discriminar a una persona con discapacidad por la 
sola presencia de una diversidad funcional.

2)  Medidas de naturaleza positiva. Consistentes en elementos diferencia-
dores que buscan la nivelación contextual de las personas que poseen 
alguna diversidad funcional con el resto de la sociedad, también cono-
cidas como ajustes razonables (tesis 1a. VIII/2013 [10a.]).

En estas últimas puede estimarse que tienen lugar las acciones afirma-
tivas en materia electoral para la postulación a cargos de elección popu-
lar de las personas con discapacidad o los ajustes que en la designación 
de candidaturas hagan las autoridades electorales administrativas y judi-
ciales para estas personas.2

2 Por ajustes razonables, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
dispone que se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no 
impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, 
para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones 
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En cuanto a las acciones afirmativas para las personas con discapaci-
dad, se ha señalado que la cietfdpd indirectamente se refirió a las llamadas 
acciones positivas de discriminación al expresar que no constituye discri-
minación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte cuando 
tenga como fin promover la integración social o el desarrollo personal de 
las personas con discapacidad y cuando los individuos en esa condi-
ción no se vean obligados a aceptar tal distinción. Este concepto de dis-
criminación positiva o acción afirmativa contra la discriminación se podría 
definir como una estrategia destinada a instaurar la igualdad de oportu-
nidades para dichas personas, que de alguna forma les permita o habilite 
diferenciarse y superar aquellos actos que son el resultado de pautas cul-
turales, de las costumbres o de prejuicios arraigados en la sociedad (Gon-
zález 2003, 249). 

En la opinión de expertos, se tendrán que realizar los mayores esfuerzos 
y adoptar las medidas necesarias con el objeto de ir incorporando rápida-
mente a las personas con discapacidad a los procesos políticos y electo-
rales, para así ampliar la participación ciudadana orientada a tomar parte 
activa en la elección de los gobernantes, y esa participación no solo tie-
ne que ser como electores, sino también como candidatos para integrar 
distintos órganos y ámbitos de gobierno (González y González 2007, 223).

En cuanto a la participación en partidos políticos, se considera que es 
necesaria una apertura para que incluyan a las personas con discapacidad 
en sus cuadros dirigentes, tanto en el ámbito nacional como en el local, 
y en los órganos en los que radica la soberanía partidaria. Esto permitiría 
mostrar a las respectivas sociedades el compromiso de la inclusión de to-
dos; en ese aspecto, no se plantea establecer cuotas de representación, 
sino que se trata de habilitar y abrir los ámbitos de decisión partidaria a la 
participación de este colectivo (González 2019, 286).

con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales (cdpd, artículo 2, 
párrafo quinto, 2001).
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Criterios de la Sala Superior  
para la protección de los derechos político-electorales  

de las personas con discapacidad
Este órgano judicial ha emitido diversos criterios, algunos encaminados al 
acceso a la justicia en materia electoral, y otros orientados a los derechos 
político-electorales de sufragio y participación política.

Así, se ha determinado que todas las autoridades del Estado están 
obligadas a adoptar las medidas necesarias para garantizar la igualdad 
sustantiva y estructural, así como la no discriminación de las personas 
con discapacidad. Las autoridades jurisdiccionales electorales deben 
asegurar el acceso efectivo a la justicia de esa población desde una 
perspectiva que observe el llamado modelo social de discapacidad, con 
base en el cual se asume que las limitaciones a las que se ven sometidas 
son generadas por la falta de servicios que tomen en cuenta y atiendan 
sus necesidades, a efectos de dotarla, en la mayor medida posible, de 
elementos y condiciones de accesibilidad que garanticen su autonomía 
(tesis XXVIII/2018).

En cuanto a las sentencias relevantes, destacan dos en las que se ha 
abordado el tema de la postulación de candidaturas a diputaciones y se 
han planteado acciones afirmativas.

En el primer caso se reconoció la existencia de ese tipo de acciones en 
una legislación local y se restituyó en la lista de asignación de diputaciones 
por representación proporcional a un candidato que había sido postulado 
en primer lugar de la lista de su partido por ajustes de paridad de géne-
ro, sin haber considerado su situación de discapacidad, y en el segundo 
se determinó el deber de un congreso local de implementar acciones afir-
mativas destinadas a las personas con discapacidad para el próximo pro-
ceso electoral.
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Recurso de reconsideración  
SUP-REC-1150/2018

Contexto de la controversia

El 7 de septiembre de 2017 dio inicio el proceso electoral 2017-2018 en 
Zacatecas, a efectos de renovar a los integrantes de la legislatura estatal. 
El año siguiente, el 8 y 9 de julio, el Consejo General del Instituto Electo-
ral del Estado de Zacatecas aprobó el cómputo estatal de la elección 
de diputados, declaró la validez de los comicios y asignó las diputaciones 
correspondientes por el principio de representación proporcional, así como la 
modificación relativa a la paridad de género. En cuanto a las asignaciones 
por paridad de género, el Consejo General señaló que, en el caso del pan, 
al ser una del género masculino, esta debía cambiarse por una del feme-
nino. Ante tal decisión, diversos ciudadanos y partidos políticos interpusieron 
medios de impugnación.

El 4 de agosto de 2018, el Tribunal Electoral del Estado de Zacatecas 
dictó sentencia en el sentido de confirmar la declaración de validez de la 
elección de diputados de representación proporcional, así como el cómpu-
to estatal respectivo, y modificó la asignación original. Contra esta sen-
tencia local, varios actores acudieron ante la Sala Regional Monterrey del 
tepjf, correspondiente a la Segunda Circunscripción Plurinominal Electoral.

El 1 de septiembre de 2018 la Sala Regional Monterrey revocó la sen-
tencia dictada por el Tribunal Electoral local, y en plenitud de jurisdicción 
determinó la integración del Congreso de Zacatecas. En lo que importa al 
caso en estudio, dicha sala apuntó que la fórmula establecida en el pri-
mer lugar de la lista del pan, la cual era encabezada por hombres, debía 
ser sustituida por la siguiente fórmula del género femenino.

Ante esto, el candidato sustituido acudió ante la Sala Superior para 
manifestar, en esencia, que la Sala Regional Monterrey omitió realizar un 
examen de igualdad y protección especial por su condición de persona 
con discapacidad, y que además eludió ejercer una medida afirmativa pa-
ra garantizar su acceso a una diputación de representación proporcional.



42

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

Justicia Electoral, núm. 25, ISSN 0188-7998, vol. 1, enero-junio, 2020. Pp. 23-54.

El 6 de septiembre de 2018, la Sala Superior determinó revocar la re-
solución impugnada, y que, a efectos de lo cual, se ordenara al Consejo 
General del Instituto Electoral del Estado de Zacatecas otorgarle la cons-
tancia a la fórmula encabezada por el recurrente.

Consideraciones principales  

de la sentencia

El recurrente manifestó, desde su impugnación primigenia, que era una per-
sona con discapacidad, lo cual no fue materia de litis ni controvertido. Co-
mo agravios, en esencia, argumentó que se violentaba su derecho humano 
a la igualdad sustantiva y voto pasivo, ya que la Sala Regional Monterrey 
omitió realizar un examen de igualdad, así como de protección especial 
y reforzada por su condición de discapacidad; eludió ejercer una medida 
afirmativa, pues únicamente se rigió con base en parámetros de paridad 
de género, y omitió establecer las medidas necesarias para revertir la si-
tuación de desventaja por tener una discapacidad.

Al respecto, la Sala Superior fijó en su sentencia que la Sala Regional 
Monterrey debió atender la situación tanto jurídica como de hecho en re-
lación con la discapacidad del ciudadano.

En su decisión, la Sala Superior precisó que, en el caso concreto de 
Zacatecas, las disposiciones constitucionales y convencionales, así como 
las particulares previstas en la legislación local, establecen un derecho en 
beneficio de la postulación de personas con discapacidad que aspiren a 
cargos de elección popular, en particular atendiendo la designación de 
diputaciones por el principio de representación proporcional, y también 
aplicando una protección reforzada a su favor.

Entre los derechos de las personas con discapacidad se encuentran los 
de carácter político-electoral, al preverse en la cdpd que es obligación del 
Estado asegurar que puedan participar plena y efectivamente en la vida 
política y pública en igualdad de condiciones con las demás, directamen-
te o mediante representantes libremente elegidos, incluidos su derecho y 
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la posibilidad a votar y ser elegidas. En ese sentido, las autoridades elec-
torales están obligadas a procurar, proteger y maximizar estos derechos, 
tratándose de las personas con discapacidad.

En el orden local, la Ley para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad del Estado de Zacatecas,3 en su artículo 51, fracciones II y IV, pre-
vé que la autoridad electoral garantizará a las personas con discapacidad 
sus derechos políticos y la posibilidad de gozar de estos en igualdad de 
condiciones con las demás, y establece una protección reforzada en fa-
vor de ellas. Entre las medidas ordenadas se encuentra proteger su dere-
cho a ejercer cargos y desempeñar cualquier función pública en todos los 
ámbitos de gobierno.

Se establece que, en atención a una interpretación propersona de las 
disposiciones constitucionales, legales y convencionales en la materia, 
el propósito de estas disposiciones es potenciar los derechos político-
-electorales de las personas con discapacidad de forma conjunta con el 
principio de representatividad; además, que esa población, como grupo 
en situación vulnerable, debe ser sujeta de una protección reforzada pa-
ra generar las condiciones necesarias a fin de que pueda ejercer de ma-
nera plena y en condiciones de igualdad sus derechos, entre otros, los de 
carácter político-electoral.

Así, con base en las premisas anteriores, la Sala Superior advirtió que 
la Sala Regional Monterrey asignó las diputaciones correspondientes 
con las fórmulas integradas por mujeres, pero, al momento de realizar la 
asignación con el pan, debió considerar que ese partido tenía un candi-
dato con la protección reforzada para personas con discapacidad, por lo 
cual lo conducente era mantener la postulación de la fórmula encabezada 
por el recurrente y hacer los ajustes pertinentes en otras fórmulas de re-
presentación proporcional.

3 Publicada originalmente el 3 de mayo de 2017 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Zacatecas.
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En atención a lo anterior, se determinó modificar la sentencia impugna-
da solo en cuanto a la designación de candidaturas por postulación de per-
sonas con discapacidad y paridad de género ─únicamente en lo que fue 
materia de impugnación, es decir, la candidatura por protección reforzada 
de personas con discapacidad─, en lo correspondiente a los candidatos 
postulados por el pan, y se ordenó al Consejo General del Instituto Electo-
ral del Estado de Zacatecas expedir de forma inmediata las constancias de 
asignación correspondientes, con lo cual el recurrente quedaría nuevamen-
te en el primer lugar de la lista de candidaturas asignadas.4

Juicio ciudadano SUP-JDC-1282/2019
Contexto de la controversia

El 29 de agosto de 2019 se promovió ante el Tribunal Electoral del Estado 
de Hidalgo un juicio ciudadano a fin de controvertir la omisión legislativa 
atribuible al Congreso de dicha entidad federativa de establecer, en las 
diversas legislaciones que contemplan la elección de cargos públicos, 
las acciones afirmativas o medidas compensatorias que garanticen que las 
personas con discapacidad puedan ser postuladas como candidatas.

El 19 de septiembre de ese mismo año, el Tribunal Electoral del Esta-
do de Hidalgo declaró infundados los agravios expuestos, determinando 
que no existía omisión legislativa por parte del Congreso local. Contra es-
ta determinación, el quejoso presentó un juicio para la protección de los de-
rechos político-electorales del ciudadano.

El 14 de noviembre de 2019, la Sala Superior emitió sentencia, en la 
cual, en esencia, ordenó al Congreso local implementar las acciones afir-
mativas necesarias que garanticen la participación de las personas con dis-
capacidad en puestos de elección popular y cargos públicos.

4 Cabe mencionar que la sentencia respecto a la discapacidad fue aprobada por unanimidad de 
los magistrados presentes, pero con un voto en contra en cuanto al ajuste por género. 
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Consideraciones principales  

de la sentencia

La Sala Superior consideró que la omisión legislativa de carácter concreto 
se configura cuando el Poder Legislativo no cumple, en un tiempo razo-
nable o en un plazo determinado en la cpeum, un mandato concreto de le-
gislar, impuesto expresa o implícitamente por la ley suprema. 

El Congreso local ya emitió una legislación, la Ley Integral para las Per-
sonas con Discapacidad del Estado de Hidalgo, pero su regulación es in-
completa al no cumplir con el mandato de los tratados internacionales.

Se resolvió que la razón asistía al demandante al argumentar que es 
indebida la determinación del Tribunal local en el sentido de que no exis-
te una norma que obligue a la implementación de medidas afirmativas 
que garanticen el derecho de representación política de las personas con 
discapacidad mediante la posibilidad de ser postuladas, en Hidalgo, como 
candidatas a algún cargo de elección popular o de designación directa.

Si bien en términos formales no existe la obligación de incluir medidas 
afirmativas o cuotas para personas con discapacidad, ni por una norma en 
específico ni por mandato expreso de la cpeum, las fuentes de las obliga-
ciones que tienen las autoridades estatales (incluidos los poderes legislati-
vos locales) son de origen nacional e internacional. A raíz de la ratificación 
que hizo México de la cdpd, se deben adoptar todas las medidas que sean 
pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en esa Conven-
ción, así como todas aquellas disposiciones para modificar o derogar leyes, 
reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discrimi-
nación contra las personas con discapacidad.

Así, la cdpd determina que lo anterior incluye el derecho y la posibili-
dad de que las personas con discapacidad sean electas, lo que implica la 
protección del derecho a presentarse efectivamente como candidatas en 
las elecciones, ejercer cargos y desempeñar cualquier función pública en to-
dos los ámbitos de gobierno.
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En consecuencia, si el sistema se conforma con el reconocimiento for-
mal del derecho de las personas con discapacidad a ser electas y el Esta-
do no toma las medidas para hacerlo realidad, se pone en riesgo el derecho 
a la igualdad y se comprometen las obligaciones internacionales asumi-
das por México.

Asimismo, la Sala Superior determinó que el hecho de que ni la legis-
lación de Hidalgo ni la cpeum mandaten expresamente el diseño de medi-
das afirmativas o cuotas no necesariamente conduce a la conclusión de 
que esa obligación no exista.

En cuanto a las cuotas electorales, el establecimiento de estas a fa-
vor de las personas con discapacidad, al tener como fin lograr el pleno 
ejercicio de sus derechos político-electorales, en particular el acceso a 
candidaturas de cargos de elección popular, atiende al interés general 
de la colectividad.

Por las razones anteriores, se concluyó que no está cumplida la obliga-
ción del Estado mexicano, en particular por el Congreso de Hidalgo, toda 
vez que en la ley local no se prevén acciones afirmativas para revertir los 
escenarios de desigualdad histórica y de facto que enfrentan las personas 
con discapacidad en el ejercicio de sus derechos político-electorales, con 
el objetivo de hacer realidad la igualdad material y compensar o remediar 
la situación de invisibilidad, injusticia, desventaja y discriminación.

La Sala Superior determinó revocar la sentencia emitida por el Tribunal 
local, y, en consecuencia, el Congreso del Estado de Hidalgo debe llevar 
a cabo las medidas necesarias a fin de contemplar en la ley acciones afir-
mativas que garanticen a las personas con discapacidad la postulación a 
cargos de elección popular, aplicables a partir del próximo proceso elec-
toral ordinario, y, en caso de que el Congreso no lo haga, con el propósito 
de garantizar la inclusión de las personas con discapacidad en ese proce-
so electoral ordinario, el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de 
Hidalgo diseñará oportunamente los lineamientos respectivos, a partir del 
proceso de consulta correspondiente.
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Importancia de los criterios jurisprudenciales  
para la implementación de acciones afirmativas  

a favor de las personas con discapacidad
Como puede observarse, los precedentes muestran una intervención del 
máximo órgano jurisdiccional electoral para fortalecer la aplicación de las 
acciones afirmativas de una legislación local y advertir la necesidad de que 
en una entidad federativa se ordene su implementación, ya sea de forma 
ordinaria vinculando a la legislatura local o, en caso de que no lo haga, el or-
ganismo electoral local lo regule.

Estas experiencias han sido implementadas solamente en el ámbito de 
dos entidades federativas, como consecuencia de la impugnación de dos 
ciudadanos con discapacidad que argumentaron y probaron la exclusión 
de este sector de la sociedad en la postulación de candidaturas; sin em-
bargo, han demostrado que existe un deber de las autoridades electorales, 
tanto administrativas como jurisdiccionales, en otras entidades federativas 
y en el ámbito federal, de conocer la normatividad nacional e internacional 
aplicable para la implementación de acciones afirmativas y la protección 
reforzada en materia político-electoral.

El caso de Zacatecas es destacable porque su legislación prevé este 
tipo de acciones, y la Sala Superior las aplicó; mientras que en el caso de 
Hidalgo, donde no existen, se ordenó que se iniciara el procedimiento legis-
lativo correspondiente para el próximo proceso electoral una vez concluido 
el que se desarrollaba a la fecha de presentación del juicio correspondiente.

Este último caso debe ser un ejemplo para otras entidades federativas 
donde no se encuentren legislando, en lo particular, mecanismos de pro-
tección reforzada o acciones afirmativas para la postulación de candidatu-
ras de personas con discapacidad, y en el ámbito federal también, ya que 
no se cuentan con estas medidas en la legislación correspondiente a las 
diputaciones federales.

Por otra parte, la implementación de estas acciones no solo puede que-
dar en manos del Poder Legislativo, sino que también puede trascender a 
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su regulación en los documentos básicos de los partidos políticos, para en-
riquecer sus candidaturas a diputaciones de representación proporcional, 
en lugares preferentes.

Como se ha visto en las sentencias comentadas, tampoco constitu-
ye un impedimento para su instrumentación que la ley electoral aplica-
ble no las contemple, pues en ese caso queda en manos de la autoridad 
administrativa electoral implementarlas, ya sea mediante reglamentación 
o acuerdos generales, y de la autoridad jurisdiccional electoral realizar el 
control convencional correspondiente para potenciar el acceso de las per-
sonas con discapacidad a cargos de elección popular cuando sean ob-
jeto de controversia.

Estas resoluciones son un primer paso para que tanto las distintas le-
gislaturas como las autoridades electorales comiencen a implementar, de 
forma efectiva, acciones para garantizar e impulsar los derechos humanos 
de las personas con discapacidad en materia político-electoral. 

Conclusiones
Del contexto antes descrito es posible concluir las siguientes ideas.

1. En México, 6.7 % de los habitantes son considerados como pobla-
ción con discapacidad, y las candidaturas federales de personas con dis-
capacidad representaron tan solo 0.28 por ciento. 

2. Existe un marco convencional y nacional orientado a prevenir la dis-
criminación y favorecer la inclusión en la sociedad de las personas con 
discapacidad; sin embargo, en materia electoral, la legislación federal ni 
siquiera las contempla. 

3. Las acciones afirmativas constituyen medidas compensatorias pa-
ra las personas en situaciones de desventaja, a fin de revertir escenarios 
de desigualdad histórica y de facto en el ejercicio de sus derechos. Estas 
medidas son necesarias en el caso de la población con discapacidad an-
te el escenario de desigualdad social que sufren, como lo reflejan los da-
tos estadísticos de los órganos especializados.
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4. Los casos resueltos por la Sala Superior son ejemplos que han evi-
denciado la problemática de la ausencia de acciones afirmativas o la omi-
sión de aplicarlas, por lo cual deben servir como orientación para que las 
legislaturas locales y el legislador federal implementen de forma expresa 
en las leyes electorales los mecanismos de protección reforzada o las ac-
ciones afirmativas para la postulación de candidaturas de personas con 
discapacidad.

5. Las acciones afirmativas electorales para las personas con disca-
pacidad son medidas que no restringen derechos humanos de otras per-
sonas; se trata de medidas temporales, proporcionales y razonables que 
buscan favorecer la incorporación de la población con discapacidad en 
la representación nacional, con el objeto de buscar la igualdad y la digni-
dad de todos los ciudadanos como integrantes de una misma sociedad.

Recomendaciones
1. Se deben implementar reformas para favorecer el ejercicio de los de-
rechos político-electorales de las personas con discapacidad, no solo las 
medidas en cuanto al voto activo, sino también las respectivas al derecho 
a ser votadas.

2. Es necesaria una mayor integración de las personas con discapaci-
dad en los órganos de representación popular, en particular en los legisla-
tivos, mediante acciones afirmativas; esto, porque los legisladores deciden 
la agenda política y la aprobación de las leyes, y desarrollan un papel de-
terminante en la aplicación de las políticas públicas encaminadas a proteger 
y potenciar el ejercicio de los derechos humanos de las personas con dis-
capacidad. Por ello, es fundamental que ese sector de la sociedad esté 
representado en los congresos y participe en los trabajos legislativos para 
ser su vocero y partícipe activo de las labores parlamentarias.

3. En las reformas legislativas electorales se requiere implementar ex-
presamente las acciones afirmativas que garanticen la participación de las 
personas con discapacidad en los cargos de elección popular y públicos 
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para ser aplicadas en los procesos comiciales correspondientes. En caso 
de no existir o no ser emitidas oportunamente en los plazos legales que 
ordena el artículo 105 de la cpeum,5 las autoridades electorales adminis-
trativas deben expedir lineamientos, acuerdos generales o reglamentos, 
previos al inicio del proceso electoral correspondiente, con el objetivo de 
instrumentar las acciones afirmativas.

4. La aplicación de ajustes o medidas para favorecer la postulación 
de las personas con discapacidad en cargos de elección popular no so-
lo debe quedar en el ámbito normativo, sino también en el de las autori-
dades electorales tanto administrativas como judiciales, las cuales deben 
tener criterios amplios de interpretación y aplicación de las leyes y los tra-
tados internacionales en materia de derechos humanos de las personas 
con discapacidad, para realizar, en su caso, los ajustes pertinentes en 
las asignaciones de candidaturas o en la resolución de controversias rela-
cionadas con estas.

5. Las sentencias emitidas en los expedientes SUP-REC-1150/2018 y 
SUP-JDC-1282/2019 son precedentes relevantes para la necesaria imple-
mentación de acciones afirmativas destinadas a las personas con discapa-
cidad, e incluso para demostrar que no es necesaria su regulación expresa 
en la norma electoral, sino que las autoridades electorales pueden emitir la 
reglamentación correspondiente ante esa ausencia legislativa. También las 
autoridades jurisdiccionales electorales pueden realizar el control conven-
cional correspondiente ante el vacío legislativo. La problemática del acce-
so a cargos de representación popular de las personas con discapacidad 
debe ser analizada por las autoridades judiciales con una perspectiva que 
potencie sus derechos políticos y no sea de corte restrictivo.

En suma, es posible sostener que, en materia electoral, la implemen-
tación de acciones afirmativas para las personas con discapacidad tiene 
el propósito final de satisfacer el interés de la colectividad relativo a reme-

5 Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos 90 días 
antes de que inicie el proceso comicial en que vayan a aplicarse, y durante este no podrá haber 
modificaciones legales fundamentales.
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diar una situación de injusticia hacia este sector de la población y buscar 
una verdadera sociedad representativa y democrática.

Queda en manos de los legisladores y los juzgadores contribuir con la 
implementación y la correcta aplicación de estas medidas afirmativas pa-
ra fortalecer la democracia y el Estado de derecho.
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